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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa por la que se reforman los párrafos 

primero y segundo del artículo 124, los párrafos primero, segundo, 

tercero, cuarto y quinto del artículo 125; y se agregan los párrafos 

cuarto y quinto, así como las fracciones I, II, III y IV al artículo 124, y los 

artículos 125 Bis y 126 Bis a la Ley para el Gobierno y Administración de 

los Municipios del Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 
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Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 1 de julio 

de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 25, celebrada el 3 tres de julio del año 2025 dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de 

la Iniciativa a las Magistradas y Magistrados que lo integran, para 

efecto de recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la 

opinión jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto 

por el artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 
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este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por la Diputada Plásida 

Calzada Velázquez, integrante del Grupo Parlamentario de MORENA, 

a efecto de reformar los párrafos primero y segundo del artículo 124, 

los párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 125; 

y se agregan los párrafos cuarto y quinto, así como las fracciones I, II, 

III y IV al artículo 124, y los artículos 125 Bis y 126 Bis a la Ley para el 

Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato, 

y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que a 

continuación se exponen: 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La presente iniciativa de reforma tiene como objeto reformar los 

artículos 124 y 125, y adicionar los artículos 125 Bis y 126 Bis, con el 

propósito de fortalecer el reconocimiento, la autonomía, la 

organización y la participación de pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas en el ámbito municipal. Este objetivo encuentra su 

fundamento cen el artículo 2º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el cual reconoce la Nación Mexicana tiene una 

composición pluricultural sustentada en sus pueblos indígenas y en el 

artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato. 
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Es necesario advertir que la iniciativa propone dotar a las 

autoridades indígenas de personalidad jurídica, patrimonio propio y 

facultad normativa, además de eliminar expresamente su calidad de 

“autoridades auxiliares” del Ayuntamiento. Esta reconfiguración 

institucional podría generar tensiones con el artículo 115 constitucional, 

que establece al Ayuntamiento como única autoridad de gobierno en 

el ámbito municipal. La coexistencia de una representación indígena 

dentro del Ayuntamiento —como lo dispone la fracción X del apartado 

A del artículo 2º constitucional— con un órgano autónomo de 

autoridad indígena no subordinado y con capacidad normativa 

propia, exige una delimitación clara de competencias y una 

articulación jurídica que evite conflictos de competencia o 

fragmentación institucional.  

 

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa de reforma presentada por el Grupo Parlamentario de 

Morena, propone reformar diversas disposiciones del capítulo lll de la 

Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de 

Guanajuato, relativo a las autoridades reconocidas por pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas, con el objeto de ampliar los 

conceptos establecidos, y reconocer plenamente los derechos de 

autonomía, libre determinación y personalidad jurídica de los pueblos 

y comunidades indígenas en el ámbito municipal. En términos amplios, 
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busca armonizar la legislación local con la Constitución Federal, 

fortaleciendo derechos como: 

▪ Elegir y reconocer a sus propias autoridades comunitarias 

propietarias y suplentes.  

▪ Aplicar sus propios sistemas normativos para resolver conflictos 

internos, dentro del marco legal y respetando derechos 

humanos.  

▪ Asegurar su participación en decisiones municipales, 

presupuestos, protección de su patrimonio cultural, consulta 

previa y acceso preferente a recursos naturales.  

▪ Establecer la obligación de los municipios de crear políticas 

públicas específicas y partidas presupuestales para garantizar 

estos derechos. 

En relación con la iniciativa es conveniente reflexionar que el 

artículo 115 de la Ley para el Gobierno y Administración de los 

Municipios del Estado de Guanajuato, en su redacción vigente, 

reconoce como autoridades auxiliares del Ayuntamiento no sólo a las 

personas titulares de delegaciones y subdelegaciones, sino también a 

aquellas personas reconocidas como tales por los pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas. No obstante, la iniciativa de 

reforma elimina expresamente la calidad de “auxiliares” para estas 

últimas, al denominarlas autoridades “propietarias” y “suplentes”, 

dotándolas además de personalidad jurídica, propia y facultad 

normativa. 



 

6 

 

 

 

V. COMENTARIOS PARTICULARES: 

Los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos tienen el 

derecho humano a ser consultados, mediante procedimientos 

culturalmente adecuados, informados y de buena fe con la finalidad 

de llegar a un acuerdo a través de sus representantes, cada vez que 

se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles 

directamente, conforme a lo siguiente:  

• La consulta debe ser previa. Debe realizarse durante las primeras 

etapas del plan o proyecto de desarrollo o inversión o de la 

concesión extractiva y no únicamente cuando surja la necesidad 

de obtener la aprobación de la comunidad.  

• La consulta debe ser culturalmente adecuada. El deber estatal de 

consultar a los pueblos indígenas y comunidades afromexicanas 

debe cumplirse de acuerdo con sus costumbres y tradiciones, a 

través de procedimientos culturalmente adecuados y teniendo en 

cuenta sus métodos tradicionales para la toma de decisiones. Lo 

anterior, exige que la representación de los pueblos sea definida de 

conformidad con sus propias tradiciones. 
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Incluso, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

sostenido1 que las consultas a estos pueblos deben realizarse a través 

de procedimientos culturalmente adecuados, es decir, de 

conformidad con sus propias tradiciones y a través de sus instituciones 

representativas. Para ello debe analizarse el contexto cultural de las 

comunidades, empleando diversos mecanismos como lo pueden ser, 

por ejemplo, las visitas o estudios periciales en materia antropológica. 

Para que una consulta sea culturalmente adecuada, es necesario 

que se respete el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas a la no asimilación cultural, consistente en que que se 

reconozca y respete la cultura, historia, idioma y modo de vida de las 

poblaciones como un factor de enriquecimiento de la identidad 

cultural del Estado y se garantice su preservación2.  

Asimismo, se deben tomar las medidas necesarias para garantizar 

que los miembros de los pueblos puedan comprender y hacerse 

comprender en procedimientos legales, facilitándoles traductores si es 

necesario.  

 

1 Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs Ecuador. Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. Veintisiete de junio de dos mil doce. (Fondo y Reparaciones). Párrafos 

doscientos uno y doscientos dos. 

2 Así lo ha sostenido el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la 

ONU en su Recomendación General Nº XXIII relativa a los derechos de los pueblos indígenas, 

del Quincuagésimo primer periodo de sesiones. Mil novecientos noventa y siete. Párrafo 

cuarto. Inciso a). 
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• La consulta informada. Los procesos de otorgamiento exigen la 

provisión plena de información precisa sobre la naturaleza y 

consecuencias del proyecto a las comunidades consultadas, previo 

y durante la consulta. Debe buscarse que tengan conocimiento de 

los posibles riesgos, incluidos los riesgos ambientales y de salubridad, 

a fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto de 

forma voluntaria. 

• La consulta debe ser de buena fe, con la finalidad de llegar a un 

acuerdo. Se debe garantizar, a través de procedimientos claros de 

consulta, que se obtenga su consentimiento previo, libre e 

informado para la consecución de dichos proyectos. La obligación 

del Estado es asegurar que todo proyecto en área indígena o que 

afecte su hábitat o cultura, sea tramitado y decidido con 

participación y en consulta con los pueblos interesados con vistas a 

obtener su consentimiento y eventual participación en los 

beneficios. 

En las acciones de inconstitucionalidad 83/2015 y acumuladas y 

151/2017, se ha sostenido que si bien la decisión del Constituyente 

Permanente de incorporar la consulta a los pueblos y comunidades 

indígenas ha sido materializada en distintas leyes secundarias, como la 

Ley de Planeación, la Ley General de Derechos Lingüísticos de los 

Pueblos Indígenas o la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo 

de los Pueblos Indígenas, lo cierto es que el ejercicio del derecho de 

consulta no debe estar limitado a esos ordenamientos, pues las 

comunidades indígenas deben contar con esa prerrogativa, también 



 

9 

 

cuando se trate de procedimientos legislativos, cuyo contenido verse 

sobre derechos de los pueblos indígenas. 

Así, toda legislatura tiene el deber de prever una fase adicional en 

el proceso de creación de las leyes para consultar a los representantes 

de ese sector de la población, cuando se trate de medidas normativas 

susceptibles de afectarles directamente. 

La iniciativa de reforma para modificar la Ley para el Gobierno y 

Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato en cuanto 

al tema en comento, reviste una trascendencia significativa, pues 

representa un esfuerzo por materializar en el ámbito municipal los 

principios constitucionales y estándares internacionales que reconocen 

los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas. En este sentido, busca consolidar la autonomía, la libre 

determinación y personalidad jurídica de estos pueblos, para 

garantizar mecanismos efectivos de participación, representación y 

gestión de recursos.  

Esta propuesta responde a la necesidad de armonizar la 

legislación en el ámbito municipal con el artículo 2 de la Constitución 

Federal y con el Convenio 169 de la OIT, contribuyendo a un modelo 

de gobernanza municipal más plural, incluyente y respetuoso de la 

diversidad sociocultural que conforma el Estado. 

Se estima que, en términos jurídicos-administrativos, la expresión de 

“autoridades propietarias y suplentes” proviene del lenguaje electoral 

y de cargos de representación política, siendo común para referirse a 



 

10 

 

titulares y sustitutos en los Ayuntamientos, congresos o comités 

comunitarios. Al trasladar ese lenguaje a la elección de autoridades 

tradicionales indígenas, la intención probablemente es dotar de 

claridad y certeza jurídica a la representación ante el municipio o el 

Estado, asegurando el reconocimiento de quién funge como 

representante o propietario y quién funge como la persona que puede 

sustituirlo formalmente. Sin embargo, no todos los pueblos y 

comunidades indígenas estructuran su organización interna bajo la 

lógica de una autoridad propietaria y una suplente, pues, en muchos 

casos, sus sistemas responden a cargos colectivos o por consenso.  

En consonancia con lo anterior, si la ley no prevé excepciones 

puede imponer una estructura ajena a la tradición indígena, y, por 

tanto, contraria a su derecho humano a la autonomía y libre 

determinación, por lo que se recomienda que se contemple también 

una terminología genérica que pueda ser empleada en todos los 

supuestos y contemplando el respeto a la diversidad organizativa, 

evitando forzar denominaciones únicas. Por ejemplo, la Constitución 

Federal contempla lo siguiente: 

Artículo 2 constitucional 

vigente. 

Propuesta de reforma. 

La Nación tiene una 

composición pluricultural y 

multiétnica sustentada 

originalmente en sus pueblos 

Artículo 124. Pueblos 

indígenas, son aquellas 
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indígenas, que son aquellas 

colectividades con una 

continuidad histórica de las 

sociedades precoloniales 

establecidas en el territorio 

nacional; y que conservan, 

desarrollan y transmiten sus 

instituciones sociales, normativas, 

económicas, culturales y políticas, 

o parte de ellas. 

 

Son comunidades 

integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que forman 

una unidad social, económica y 

cultural, asentadas en un territorio 

y que reconocen autoridades 

propias de acuerdo con sus 

sistemas normativos. 

 

El derecho de los pueblos 

indígenas a la libre determinación 

se ejercerá en un marco 

colectividades con una 

continuidad histórica de las 

sociedades precoloniales 

establecidas en el 

territorio nacional; y que 

conservan, desarrollan y 

transmiten sus instituciones 

sociales, normativas, económicas, 

culturales y políticas, o parte de 

ellas. 

 

Son comunidades 

integrantes de un pueblo 

indígena, las que formen una 

unidad social, económica y 

cultural, asentadas en el estado y 

que reconocen autoridades 

propietarias y suplentes propias 

de acuerdo con sus usos, 

costumbres y sistemas 

normativos.  
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constitucional de autonomía que 

asegure la unidad nacional. […] 

 

Se reconoce a los pueblos y 

comunidades indígenas como 

sujetos de derecho público con 

personalidad jurídica y patrimonio 

propio. 

El derecho de los pueblos 

indígenas a la libre determinación 

se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía.  

 

Los pueblos y comunidades 

indígenas tienen el carácter de 

sujetos de derecho público, con 

personalidad jurídica y patrimonio 

propio.  

 

Como se puede apreciar, constitucionalmente no se reconocen 

los términos de autoridades “propietarias y suplentes”, sino únicamente 

las autoridades propias de los pueblos y comunidades indígenas en 

general, reconociendo la pluralidad de formas de organización. 

Por otra parte la iniciativa no modifica ni deroga el contenido 

actual del artículo 115, lo que genera una antinomia normativa entre 

el texto vigente —que las clasifica como auxiliares— y la propuesta — 

que las eleva a una categoría diferenciada. Esta omisión no sólo afecta 

la coherencia interna del ordenamiento, sino que desvincula 

jurídicamente a dichas autoridades del esquema de cooperación 

técnica y funcional con el Ayuntamiento, debilitando la claridad 

operativa sobre su estatus y sus mecanismos de coordinación 
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institucional. Por otro lado, la fracción X del artículo 125 Bis dispone: “Los 

pueblos y comunidades indígenas son los únicos legitimados para 

impugnar, por las vías jurisdiccionales establecidas, el incumplimiento 

del derecho reconocido en esta fracción. La ley de la materia regulará 

los términos, condiciones y procedimientos para llevar a cabo la 

impugnación.”, sin embargo, no se identifica en dicha fracción 

derecho alguno, lo cual genera una omisión de contenido jurídico que 

debe corregirse. 

CONCLUSIONES:  

La iniciativa responde a los mandatos del artículo 2º de la 

Constitución Federal y del artículo 1º de la Constitución local, al ampliar 

y fortalecer derechos colectivos de pueblos y comunidades indígenas 

y afromexicanas en el ámbito municipal. 

Asimismo es recomendable que los principios, figuras jurídicas y 

mecanismos previstos se encuentren debidamente armonizados con 

los mandatos establecidos en el artículo 2 de la Constitución Federal, 

así como los instrumentos internacionales ratificados por el Estado 

mexicano, en particular el Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo. De esta manera, se asegurará que la 

legislación local respete, proteja y promueva efectivamente la 

autonomía, personalidad jurídica y sistemas normativos internos de 

dichos pueblos y comunidades, evitando ambigüedades que pudieran 

derivar en interpretaciones restrictivas. 
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La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, construir un mejor estado de derecho y 

proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus derechos 

humanos, reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

 


